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MARCELO SÁNCHEZ MOURAZOS
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1º de noviembre de 2010

I.
RESUMEN

1. El presente informe se refiere a la petición 696-03, cuyas actuaciones fueron iniciadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en lo sucesivo "Comisión Interamericana", "Comisión" o "CIDH") en virtud de la presentación de una petición, recibida el 2 de septiembre de 2003, por parte del señor Marcelo Sánchez Mourazos y José Sánchez (en adelante los peticionarios), a favor del primero y en contra de la República Argentina (en lo sucesivo "Argentina" o "el Estado"). Los peticionarios alegan que el Estado ha incurrido en responsabilidad en el marco de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en lo sucesivo "Convención Americana" o “la Convención”), en específico, por la presunta violación a la obligación de respetar los derechos, al derecho a la vida, al derecho a la integridad personal, derecho a la libertad personal, a las garantías judiciales, al principio de legalidad y retroactividad, a la protección de la honra y la dignidad, a la propiedad privada, y a la igualdad ante la ley, establecidos en los artículos 1, 4, 5, 7, 8, 9, 11, 21 y 24, respectivamente, de dicha Convención, en perjuicio del señor Marcelo Sánchez Mourazos.
2. Los peticionarios alegan que en diciembre de 2002, el señor Sánchez Mourazos habría sido condenado por el Tribunal Oral Federal de Salta, por un delito que no habría cometido, a la pena de 6 años y 2 meses de prisión, multa e inhabilitación absoluta por el término de su condena, como autor del delito de “transporte de estupefacientes”. Señalan que, paralelamente al proceso que se siguió contra el señor Sánchez Mourazos, se seguía un proceso en contra de otra persona, que habría confesado ser quien habría escondido las drogas en el automóvil de la presunta víctima. Agregan que la confesión habría sido declarada nula y, en consecuencia, se habría absuelto a dicha persona. Los peticionarios alegan que no obstante existir dicha confesión, el señor Mourazos fue condenado.
3. El Estado, por su parte, alega que la petición debe ser declarada inadmisible por falta de agotamiento de los recursos internos y porque la petición no expone hechos que caractericen una violación de derechos y/o garantías protegidas por la Convención Americana. Afirma que la finalidad del peticionario sería que la Comisión actúe como una cuarta instancia y analice las sentencias emitidas, conforme a derecho, por las autoridades jurisdiccionales argentinas.
4. Tras analizar la información disponible, y verificar el cumplimiento de los requisitos de admisibilidad consagrados en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión declaró el caso inadmisible debido a que de la información proporcionada por ambas partes, no se pueden identificar elementos que caractericen una violación a la Convención Americana. La Comisión decide remitir el informe a las partes, publicarlo e incluirlo en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA. 

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
5. El 9 de septiembre de 2003, la Comisión Interamericana acusó recibo de la petición. La Comisión solicitó información adicional a los peticionarios y ésta fue recibida el 20 de febrero de 2004. Las partes pertinentes de la petición fueron trasladadas al Estado el 5 de abril de 2004.
6. El 3 de septiembre de 2004, se envió al Estado información adicional proporcionada por los peticionarios. El 20 de octubre de 2004 se acusó recibo de las observaciones presentadas por el Estado y el 22 de noviembre de 2004 la Comisión remitió dicha información a los peticionarios. Las observaciones presentadas por los peticionarios fueron recibidas el 15 de agosto de 2005, siendo remitidas al Estado el 6 de marzo de 2006, el cual envió sus respectivas observaciones el 19 de diciembre de 2006.
7. El 23 de febrero de 2004, la Comisión recibió una solicitud de medida cautelar a favor de la presunta víctima, debido a la huelga de hambre que habría iniciado el señor Sánchez Mourazos días antes. La CIDH solicitó información al Estado, la cual se recibió el 4 de marzo de 2004, indicando que la presunta víctima habría dado por concluida la huelga de hambre el 26 de febrero y, si bien había perdido peso, se encontraba en buen estado de salud.

III.
POSICIONES DE LAS PARTES


A.
Posición de los peticionarios
8. Los peticionarios señalan que el señor Sánchez Mourazos fue procesado y condenado a la pena de 6 años y 2 meses de prisión por el Tribunal Oral Federal de Salta por el delito de tráfico de estupefacientes
. Manifiestan que habrían existido irregularidades evidentes en el proceso que se siguió en su contra que afectaron su derecho de defensa, al debido proceso y a la igualdad entre las partes. El peticionario Marcelo Sánchez Mourazos enfatiza respecto de la falta de certeza necesaria de los jueces para fundamentar su condena y respecto de la supuesta negativa sistemática a la incorporación y valoración de la confesión del verdadero culpable de los hechos.
9. Los peticionarios explican que el 29 de septiembre de 2001, el señor Sánchez Mourazos le habría prestado su auto al primo de una conocida suya. Añaden que el primo, de apellido Cardozo, le habría devuelto el auto el 1° de octubre de 2001 y entonces, el señor Sánchez Mourazos se habría dirigido, en su auto, a las Aduanas para averiguar sobre la exportación de miel. En el camino de regreso fue intervenido por un oficial de gendarmería. Los peticionarios narran que durante la intervención le fue encontrada al señor Sánchez Mourazos un arma, de la cual portaba licencia y 33 paquetes de supuesta droga dentro del cilindro de gas del auto. Los peticionarios explican que el señor Sánchez Mourazos no sabía ni entendía lo que estaba ocurriendo, hasta que reaccionó y se dio cuenta que la supuesta droga seguramente habría sido puesta allí por su conocida y el primo de ésta. Se habría abierto una causa en contra de la presunta víctima y, el 17 de diciembre de 2002
  habría sido condenado como autor del delito de tráfico de estupefacientes, a la pena de 6 años y 2 meses de prisión, multa de $3,000 pesos e inhabilitación absoluta por el término de su condena. 
10. Argumentan que los vicios procesales se produjeron después del auto de elevación a juicio y con posterioridad a la etapa probatoria. Precisan que durante la etapa de la instrucción y ante la imposibilidad de probar los hechos tal y como ocurrieron, así como por el miedo a que los verdaderos responsables del ilícito tomaran represalias contra la vida del señor Sánchez Mourazos o la de su familia
; habría decidido hacer uso de su derecho a no declarar. Señalan que su defensa solicitó la postergación de la audiencia oral en razón a encontrarse en la posibilidad de ofrecer pruebas ciertas y concretas sobre el verdadero responsable. El Tribunal Oral Federal habría resuelto postergar la fecha del juicio por 2 meses y medio, aclarando que dicha postergación no facultaba al peticionante a ofrecer pruebas cuyo periodo estuviera vencido y concluido. 
11. Afirman que, en la etapa del plenario, el defensor de la presunta víctima habría hecho saber al tribunal de hechos nuevos con los que se podía identificar al verdadero responsable. Los peticionarios aclaran que el 18 de octubre de 2002 el señor Sánchez Mourazos habría denunciado penalmente al primo de su amiga. El 1° de noviembre de 2002, durante un careo, el señor Cardozo, habría asumido responsabilidad por los hechos y habría descartado la participación del peticionario de forma total en el ilícito. Agregan que en el segundo careo de fecha 8 de noviembre de 2002, el señor Cardozo habría ratificado todo lo declarado en el primer careo. 
12. Los peticionarios refieren que pese a contarse con la confesión del señor Cardozo, la presunta víctima habría sido condenado por el Tribunal Oral Federal de Salta como único autor del delito, en el mismo momento en que el señor Cardozo estaba en prisión preventiva por el proceso que se le seguía como consecuencia de la denuncia interpuesta por el señor Sánchez Mourazos. Señalan que el Tribunal Oral Federal de Salta tuvo conocimiento de este proceso antes de la Audiencia del 10 de diciembre de 2002 y no consideró que la incorporación de las investigaciones seguidas por el Juzgado Federal N° 2 en contra de Cardozo era de importancia. Los peticionarios afirman que de haberse aceptado lo oficiado por dicho juzgado federal, habría existido la posibilidad de cotejar la coherencia y exactitud de su relato con la confesión del señor Cardozo.

13. Respecto del proceso seguido contra el señor Cardozo, los peticionarios informan que el 11 de marzo de 2003 el Fiscal habría propuesto la nulidad del expediente y, el 2 de abril de 2003, el Tribunal Oral Federal de Salta lo decretó nulo por presuntos errores técnico-legales; específicamente, porque uno de los careos había resultado nulo debido a que durante la diligencia no se encontraba presente el defensor del señor Cardozo. Así, se ordenó la inmediata libertad del señor Cardozo. La presunta víctima alega que él no debería asumir las consecuencias de la irresponsabilidad y mala praxis de los funcionarios. Agrega que no existe explicación lógica ni racional, pues se habría anulado un expediente “dejando en libertad a un delincuente confeso, y preso a un inocente”.

14. Los peticionarios consideran también que se habría violentado el principio de igualdad ante la ley, al haber actuado el principio de preclusión de la etapa probatoria sólo en contra del señor Sánchez Mourazos, pues al Fiscal sí se le habría permitido -fuera de la etapa probatoria- introducir pruebas nuevas, entre otras, respecto al cierre o inhabilitación desde 1992 del Aeropuerto Mosconi. También se habría violado puesto que el mismo Tribunal Oral de Salta en otras causas y frente a conductas más graves, por reincidencia, habría aplicado una pena menor a la que impuso a la presunta víctima. 
15. Mencionan que el Tribunal Oral Federal de Salta habría rechazado mediante una sola resolución, del 11 de febrero de 2003, los dos recursos de casación que habría interpuesto contra la sentencia de primera instancia. Agregan que no se habría dado vista a su defensor para que aportara fundamentación legal y técnica al escrito presentado, y que la resolución denegatoria constituiría una mera reiteración de los fundamentos expuestos en la sentencia condenatoria de primera instancia.
16. Los peticionarios informan que el 17 de marzo del 2003, se habría interpuesto un recurso de revisión que fue declarado inadmisible el 16 de mayo de 2003 por la Sala II de Casación Penal Federal de Buenos Aires, alegando que la pretensión del solicitante era la revalorización de la prueba cuyo mérito habría llevado a la aplicación de la pena cuestionada. Los peticionarios afirman que los recursos planteados tenían como finalidad que se advirtiera que el tribunal que lo condenó no habría tenido en cuenta las actuaciones que se habrían llevado a cabo en el juicio que se seguía en paralelo contra el señor Cardozo, sobre todo, su confesión que, entre otros aspectos, liberaba al señor Sánchez Mourazos de los cargos imputados en su contra. 
17. El 9 de junio de 2003, habrían presentado recurso extraordinario federal ante la Cámara Nacional de Casación, mismo que habría sido rechazado el 4 de agosto de 2003, limitándose, según dicho de los peticionarios, a una mera remisión a los fundamentos sustentados por el Fiscal General en su Dictamen Fiscal. 
18. Mencionan que se habría violado también el artículo 21 de la Convención Americana de Derechos Humanos, en el sentido de que las cosas secuestradas en el domicilio de sus padres no le habrían sido devueltas pese a haber sido solicitadas.

19. Señalan que el 5 de agosto de 2003, habrían presentado una acción de hábeas corpus a favor del señor Sánchez Mourazos ya que su integridad física corría grave peligro por haber denunciado a los supuestos responsables, así como por las condiciones de detención en que se encontraría.
20. La presunta víctima señala que las condiciones de su detención eran inhumanas, que durante 40 días no le permitieron salir a caminar y, cuando se lo permitieron, fue únicamente por el lapso de 10 minutos. Agrega que no contaba con recreación o actividad alguna, que habría dormido por más de tres meses en el piso, debajo de una cama, con pésima comida, sufriendo enfermedades estomacales y gastrointestinales. Asimismo, indica que nunca le fue proporcionada atención psicológica o psiquiátrica, no obstante haber sido solicitada por el mismo Procurador Penitenciario al Presidente del Tribunal Oral de Salta.
21. El señor Sánchez Mourazos, en su comunicación de fecha 27 de abril de 2004, refirió que  habría realizado ayuno voluntario para solicitar justicia, desde el 17 de febrero de 2004 hasta el 26 de febrero de 2004, de los cuales habría estado internado los últimos 4 días en el Hospital Penal del Servicio Penitenciario. Indicó también que fue alojado en celdas de castigo y aislamiento en condiciones infrahumanas. Agregó que durante este periodo de ayuno voluntario le fue diagnosticada lumbalgia, sin que se le diera medicación ni solución alguna. Añade que el 23 de febrero de 2003, que fue internado en el Hospital Penal del Servicio Penitenciario, se encontraba con taquicardia, agitación, ahogo y falta de aire con problemas para respirar, mareos por picos de bajas de presión arterial, insomnio, jaquecas, y dolores intensos de cabeza, y dolor constante y progresivo de riñones. 

22. En su comunicación del 6 de julio de 2004, el señor Sánchez Mourazos señaló que el 9 de septiembre de 2003 habría presentado un recurso de revisión ante la Cámara Nacional de Casación Penal, mismo que habría sido resuelto el 30 de abril de 2004, resolviendo modificar la sentencia dictada por el Tribunal Oral Federal de Salta en la Causa N° 1370/02, reformulándola de 6 años y 2 meses a la pena de 4 años. Así, informó que el 2 de junio de 2004 habría recuperado su libertad, bajo el régimen de libertad condicional. 
23. Respecto a las observaciones del Estado en las que señala que no consta en las actuaciones judiciales que la presunta víctima hubiera recusado a los jueces intervinientes en la causa; éste aclara que habría denunciado a los tres integrantes del Tribunal Oral Federal de Salta y al Fiscal ante ese Tribunal, ante el Consejo de la Magistratura con fecha 30 de septiembre de 2003 y, ante la Procuración General de la Nación con fecha 22 de septiembre de 2003, en la misma acción de amparo que habría interpuesto el 5 de agosto de 2003 ante el Tribunal Oral y, ante la falta de respuesta, se habría interpuesto acción de habeas corpus ante la Procuración General de la Nación el 22 de septiembre de 2003.

24. Por lo anterior, los peticionarios afirman que el Estado habría incurrido en violaciones a los artículos 4, 5, 7, 8, 9, 11, 21 y 24, con relación al artículo 1(1) de la Convención Americana en perjuicio del señor Marcelo Sánchez Mourazos.
B.
Posición del Estado

25. El Estado argentino manifiesta que los recursos internos no habrían sido agotados de manera adecuada conforme lo exige la Convención Americana y el Reglamento de la Comisión y que los alegatos presentados por los peticionarios no constituyen violaciones a los derechos humanos del señor Marcelo Sánchez Mourazos. 
26. Respecto a lo alegado por el peticionario en cuanto a la supuesta violación de su derecho a la defensa, el Estado señala que el mismo peticionario no habría presentado prueba alguna en la etapa de la instrucción y pese a argumentar que no lo hizo por temor de represalias contra su seguridad y la de su familia, en la documental aportada no constaría prueba que acreditara sus afirmaciones respecto a las razones que le habrían impedido producir en la etapa procesal correspondiente los elementos probatorios que él consideraba tendientes a demostrar su inocencia, no habiendo hecho uso de este modo de las herramientas de defensa reconocidas en la legislación penal procesal. Así mismo, en cuanto a las supuestas amenazas de las que fue víctima, el Estado alega que la presunta víctima habría podido hacer uso de los remedios adecuados en el ordenamiento interno para asegurar su integridad personal y la de sus familiares, sin que así lo hubiera hecho, pues refiere que no constaría en los autos judiciales ninguna denuncia al respecto.
27. El Estado precisa que el peticionario habría permitido la preclusión de la etapa probatoria y luego intento producir las pruebas que no habría producido oportunamente presentándose como denunciante ante un juez que no era el natural de la causa. Esta presentación, en la que el peticionario habría asumido la calidad de denunciante bajo juramento en una causa por los mismos hechos por los cuales era imputado en otra, habría acarreado la nulidad de lo actuado conforme lo establecido por la legislación y jurisprudencia nacionales.
28. En cuanto a los recursos interpuestos por el peticionario, el Estado destaca que el peticionario habría consentido la sentencia que rechazó el recurso de casación interpuesto contra el fallo de primera instancia. Esto, lo aclara, debido a que dicha resolución era susceptible de ser controvertida por la vía de la queja directa ante la Cámara Nacional de Casación Penal y que si bien fue interpuesta, fue voluntariamente desistida posteriormente por el denunciante. El Estado agrega que en caso de que la Cámara hubiera rechazado el planteo de queja, el señor Sánchez Mourazo tenía aún disponible la presentación de un recurso extraordinario federal. 
29. El Estado alega que “consentida la condena”, el peticionario habría articulado un recurso de revisión en base a la figura del arrepentido prevista por el artículo 29 de la Ley 23.737
. En razón a ello, el Estado argentino considera que la conducta procesal del denunciante, a la luz del principio de Estoppel, le tendría impedido que alegue en el ámbito internacional su supuesta inocencia cuando en sede doméstica habría proclamado su calidad de “arrepentido” para favorecerse con un tratamiento penal más benigno. De este modo, el peticionario habría sido beneficiado por la sentencia de la Cámara Nacional de Casación Penal que habría acogido favorablemente un nuevo planteo hecho por su defensa, y tal como lo dice el mismo peticionario habría recuperado su libertad el 2 de junio de 2004. 
30. El Estado expone que el peticionario pretende que la Comisión actúe como una cuarta instancia judicial y revise las valoraciones de hecho y de derecho emitidas por los tribunales internos que intervinieron en la causa, pues del relato del denunciante se desprende un evidente desacuerdo con la valoración de las pruebas producidas en la causa efectuada por el juez y los tribunales internos que intervinieron en su conocimiento. El Estado argumenta que tal como surge de los considerandos de la sentencia que condenó al peticionario, habrían sido numerosas las pruebas valoradas por el Tribunal para determinar su culpabilidad. Con todo ello el Estado argentino manifiesta que la declaración del señor Cardozo no habría sido la única prueba existente en la causa. Pese a ello, y aunque dicha prueba fue declarada nula, los magistrados habrían ponderado el eventual efecto que su consideración podría haber tenido en relación a la situación procesal del peticionario señalándose que “…los dichos de Cardozo…, que se autoincrimina luego de negar su responsabilidad, no tiene ninguna corroboración objetiva en la causa”.
31. El Estado alega que de las actuaciones internas surge claramente que el peticionario en su carácter de imputado habría gozado de amplias posibilidades para sostener su posición ante los jueces intervinientes de conformidad con las garantías del debido proceso legal. 
32. El Estado manifesta que, respecto a los escritos mediante los cuales el peticionario habría denunciado un supuesto “agravamiento ilegítimo” de las condiciones de detención, la legislación procesal doméstica prevé la posibilidad de interponer una acción de “habeas corpus” de tipo correctivo que siendo un mecanismo de naturaleza sumarísima, en caso de verificarse la veracidad de lo denunciado, supone el dictado de una sentencia judicial que ordena la adopción de las medidas necesarias para el cese del eventual agravamiento ilegítimo en las condiciones de detención, con lo cual éste constituye el remedio idóneo para atender la situación denunciada. Por ello el estado argentino considera que el procedimiento referido cumple con la condición de eficacia  requerida, circunstancia que impone la obligación de su agotamiento con carácter previo a toda presentación en sede internacional, razón por la cual solicitan que las manifestaciones del peticionario en este sentido sean declaradas inadmisibles.
33. El Estado señala que ya recuperada su libertad, la presunta víctima estaría pretendiendo contravenir su autoproclama condición de arrepentido señalando en el ámbito internacional que no está de acuerdo ni acepta la resolución de condena. El estado agrega que resulta contrario al principio de buena fe beneficiarse de la normativa que prevé un menor reproche penal a los arrepentidos, para luego repudiarla en sede internacional alegando una inocencia que ni siquiera persiguió adecuadamente mediante el agotamiento de los recursos que la legislación doméstica prevé. 
34. En consecuencia, el Estado solicitó a la Comisión que declarara inadmisible la petición por no haberse agotado debidamente la vía procesal interna y porque los hechos denunciados no caracterizarían violaciones a ningún derecho consagrado por la Convención Americana.


IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A.
Competencia de la Comisión ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci

35. Los peticionarios están legitimados para presentar una petición ante la Comisión conforme a lo previsto en el artículo 44 de la Convención Americana.  En la petición se nombra como supuesta víctima a un individuo con respecto al cual el Estado ha asumido el compromiso de respetar y garantizar los derechos reconocidos por la Convención Americana. En cuanto al Estado, la Comisión toma nota de que Argentina es un Estado parte de la Convención desde el 5 de septiembre de 1984, fecha en que depositó su instrumento de ratificación. Por lo tanto, la Comisión posee competencia ratione personae para examinar la petición.

36. La Comisión posee competencia ratione loci para considerar la petición, ya que en ésta se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana ocurridos dentro del territorio de un Estado parte de la misma. La CIDH posee competencia ratione temporis puesto que la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana regía para el Estado a la fecha en que se afirma que ocurrieron las supuestas violaciones de derechos alegadas en la petición. Finalmente, la Comisión posee competencia ratione materiae porque en la petición se aducen violaciones de derechos humanos protegidos por la Convención Americana.


B.
Otros requisitos de admisibilidad de la petición


1.
Agotamiento de recursos internos
37. El artículo 46(1)(a) de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tener la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional.
38. En el presente caso, los peticionarios aducen que se habrían agotado todas las instancias ordinarias dentro de la jurisdicción argentina y que no quedaría recurso efectivo posible en contra de la sentencia condenatoria que habría quedado firme el 4 de agosto de 2003 con la resolución de la Cámara Nacional de Casación Penal rechazando el recurso extraordinario federal. 
39. El Estado, por su parte refiere que el peticionario habría interpuesto un recurso de queja en contra de la resolución que denegó el recurso de casación pero que se habría desistido del mismo, siendo ese el recurso extraordinario que correspondía. 

40. Al respecto, la Comisión observa que efectivamente, el señor Sánchez Mourazos desistió del recurso de queja presentado, “con la finalidad de que el juzgador se pudiera avocar al conocimiento del recurso de revisión” que presentó. Asimismo, la Comisión observa que el recurso de queja que pretende exigir el Estado es de naturaleza extraordinaria y que, en principio, en cuanto se refiere a un proceso penal, lo que la regla exige es el agotamiento de recursos ordinarios. Por ello, el agotamiento de este recurso extraordinario de queja, no es exigible a la presunta víctima.
41. La Comisión advierte que el señor Marcelo Sánchez Mourazos presentó un recurso de casación en contra de la sentencia de primera instancia que lo condenó a  la pena de 6 años y 2 meses de prisión, multa e inhabilitación absoluta por el término de su condena, como autor del delito de transporte de estupefacientes. Posteriormente, interpuso un recurso de revisión y, ante su rechazo, un recurso extraordinario federal. La Comisión corrobora que el señor Sánchez Mourazos presentó ante la jurisdicción argentina, todos los recursos ordinarios previstos en la legislación del país, con la finalidad de revertir las violaciones a derechos humanos de las que alega fue objeto por parte del Estado, como consecuencia del proceso penal al que fue sometido. Así, la Comisión concluye que el requisito previsto por el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana ha sido cumplido por los peticionarios.

42. Con relación a los alegatos de los peticionarios respecto de las condiciones de detención y el mal trato al que habría sido sometida la presunta víctima durante el término de su condena, la Comisión advierte que los peticionarios refieren haber presentado un recurso de habeas corpus a favor del señor Sánchez Mourazos ante las autoridades judiciales. El Estado por su parte, refiere que ese habría sido precisamente el recurso idóneo y eficaz que debía haberse agotado, sin que así se hubiera hecho. Con el fin de contar con elementos suficientes que permitieran analizar el agotamiento de recursos respecto del tema en cuestión, la Comisión solicitó en oportunidad mayor información a los peticionarios. Se recibió copia de un escrito titulado “habeas corpus” dirigido a la Procuración General de la Nación en el que no se hace mención alguna de presuntos malos tratos ni de las presuntas malas condiciones de detención en que se encontraría el señor Sánchez Mourazos. La Comisión no tiene otros elementos que reflejen alguna denuncia ante una autoridad competente, por lo que concluye que no cuenta con los elementos suficientes que adviertan el agotamiento de recursos respecto de las condiciones de detención que alegan los peticionarios.
2.
Plazo para la presentación de la petición

43. Conforme a lo dispuesto en el artículo 46(1) de la Convención, para que se admita una petición ésta debe presentarse dentro del plazo estipulado, o sea, seis meses contados a partir de la fecha en que el presunto lesionado en sus derechos haya sido notificado de la decisión definitiva dictada a nivel nacional. 
44. En el presente caso, la sentencia de la Cámara Nacional de Casación Penal, respecto del recurso extraordinario federal, fue pronunciada el 4 de agosto de 2003 y la petición se presentó ante la Secretaría de la Comisión el 2 de septiembre de 2003, por lo que se cumplió con el requisito estipulado en el artículo 46(1)(b) de la Convención Americana.

3.
Duplicación de procedimientos y res judicata
45. El artículo 46(1)(c) establece que la admisión de una petición está supeditada al requisito de que el asunto "no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional" y el artículo 47(d) de la Convención estipula que la Comisión no admitirá una petición que sea "sustancialmente la reproducción de una petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión u otro organismo internacional."  En el caso de autos, las partes no han alegado, ni surge de las actuaciones, ninguna de dichas circunstancias de inadmisibilidad. 
 
4.
Caracterización de los hechos alegados

46. El artículo 47(b) de la Convención establece que la Comisión declarará inadmisible una petición cuando en ella no se expongan hechos que tiendan a caracterizar una violación de los derechos garantizados en la Convención. En tal sentido, la Comisión procede entonces a analizar si los hechos denunciados en esta oportunidad configuran una violación de los artículos de la Convención invocados por el peticionario. 
47. De la información y alegatos de los peticionarios, se advierte que el señor Marcelo Sánchez Mourazos fue procesado por el delito de tráfico de estupefacientes y condenado, en diciembre de 2002, a la pena de 6 años y 2 meses de prisión, multa e inhabilitación absoluta por el término de su condena. El alegato principal de los peticionarios consiste en la negativa del tribunal de primera instancia a tener en cuenta una prueba relevante, como lo era la declaración de un tercero, rendida en otro proceso penal, en la que se habría confesado como responsable de los hechos por los que se acusaba a la presunta víctima.
48. El Estado, por su parte, argumentó que no existieron omisiones por parte del juzgado que conoció del proceso penal y que la presunta víctima en ningún momento habría sido impedida de utilizar los mecanismos procesales pertinentes. El Estado alegó también que los peticionarios estarían utilizando a la Comisión como una cuarta instancia, pues estarían pretendiendo que se revisen sentencias dictadas por tribunales nacionales que habrían actuado en la esfera de su competencia. 

49. La Comisión observa que en la sentencia condenatoria de primera instancia, del 26 de diciembre de 2002, el Tribunal  Oral en lo Criminal Federal de Salta consideró, respecto de los hechos que el señor Sánchez Mourazos imputaba a al señor Cardozo y a la prima de éste, lo siguiente:
De su propio relato surge inequívoco que desde el inicio de las actuaciones instructorias, estas personas le eran conocidas al imputado así como los hechos y circunstancias que relata, de manera que jamás pueden comportar hechos nuevos o recién conocidos […] su admisión en oportunidad del plenario sólo estaría motivada en el capricho o táctica de la defensa […] por otro lado, los dichos de Cardozo Flores, que se autoincrimina luego de negar su responsabilidad, no tienen ninguna corroboración objetiva en la causa…

50. El tribunal evaluó la prueba producida en la audiencia y “la demás legalmente incorporada de carácter instrumental, documental e informativa”, encontrando “plenamente probado tanto el hecho que se le imputa al acusado Sánchez Mourazos, cuanto su responsabilidad en el mismo”.
51. En el presente caso, la Comisión no cuenta con elementos de juicio que le permitan inferir, de las actuaciones judiciales argentinas, acciones u omisiones que tiendan a caracterizar violaciones al debido proceso bajo la Convención Americana. La protección judicial que reconoce la Convención comprende el derecho a procedimientos justos, imparciales y rápidos, que brinden la posibilidad, pero nunca la garantía, de un resultado favorable.
 Así, la interpretación de la ley, el procedimiento pertinente y la valoración de la prueba es, entre otros, el ejercicio de la función de la jurisdicción interna, que no puede ser remplazado por la CIDH.

52. En suma, de los alegatos de las partes y de la prueba obrante en el expediente, no se desprenden hechos que caractericen violación al derecho de protección y garantías judiciales ni que se haya impedido a la presunta víctima el acceso a los recursos de jurisdicción interna. 
53. La Comisión concluye, a la luz de lo anteriormente expuesto, que los hechos alegados no tienden a caracterizar una violación de derechos reconocidos en la Convención Americana y, por tanto, la petición debe ser declarada inadmisible.

V.
CONCLUSIONES

54. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión Interamericana concluye que la petición es inadmisible de conformidad con lo establecido en el artículo 47(b) de la Convención Americana, debido a que no expone hechos que constituyan violación alguna a los derechos protegidos por dicha Convención.
55. En cuanto a los alegatos de los peticionarios respecto de las condiciones de detención y el mal trato al que habría sido sometida la presunta víctima durante el término de su condena, la Comisión concluye que la petición es inadmisible de conformidad con lo establecido por el artículo 46(1)(a) de la Convención Americana.
56. Dadas las consideraciones que anteceden,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

DECIDE:
1. Declarar inadmisible el presente caso. 
2. Notificar la presente decisión a las partes.
3.
Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.               
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., al 1º día del mes de noviembre de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; Luz Patricia Mejía Guerrero, María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez, y Rodrigo Escobar Gil Miembros de la Comisión. 
� Artículo 5 inciso c) de la Ley 23.737: “Será reprimido con reclusión o prisión de cuatro a quince años y multa de seis mil a quinientos mil australes el que sin autorización o con destino ilegítimo: c) comercie con estupefacientes o materias primas para su producción o fabricación o los tenga con fines de comercialización, o los distribuya o dé en pago, o almacene o transporte.”


� De las documentales aportadas por el peticionario, la Comisión advierte que el 17 de diciembre de 2002 se realizó la audiencia de debate en juicio oral, pero la sentencia condenatoria, de primera instancia es de fecha 26 de diciembre de 2002.


� Aclaran que el 4 de octubre de 2001 cuando se encontraba detenido en Gendarmería habría sido amenazado por una persona vestida de civil, diciéndole que si declaraba en contra de los supuestos responsables, él y su familia tendrían serios problemas.


� Artículo 29 de Ley 23.737 (agregado por Ley 24.424): “A la persona incursa en cualquiera de los delitos de la presente ley…el tribunal podrá reducirle las penas hasta la mitad del mínimo y del máximo o eximirla de ellas, cuando durante la substanciación del proceso o con anterioridad a su iniciación: a) revelare la identidad de coautores, partícipes o encubridores de los hechos investigados o de otros conexos, proporcionando datos suficientes que permitan el procesamiento de los sindicados o un significativo progreso de la investigación”.


� CIDH Informe Nº 39/96, Caso 11.773, S. Marzioni, Argentina, 15 de Octubre de 1996, Informe No. 48/98, Caso 11.403, Carlos Alberto Marín Ramírez, Colombia, 29 de septiembre de 1998, párr. 42. Informe 58/08, Caso 12.122, Armando Sosa Peceros y otros, Perú, 24 de julio de 2008.


� CIDH, Informe N°39/05 (Perú), Petición 792/01, Carlos Iparraguirre y Luz Amada Vásquez de Iparraguirre.





